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El informe de la Comisión de la Verdad

Luego de dos años de intenso trabajo la Comisión de la Verdad (CVR) presentó al país su informe  final el mes de agosto. 

En el voluminoso documento la CVR se ha esforzado en tratar de identificar las causas profundas de la violencia que flageló al Perú entre 1980 y el año 2000,  precisando sus terribles impactos, pero también, en la medida de lo posible, las responsabilidades  individuales e institucionales.  

Obviamente la principal responsabilidad corresponde a Sendero  Luminoso y  el MRTA, por sus practicas terroristas y, además,  genocidas. La finalidad de todo ello es desterrar la cultura de la impunidad, reparar hasta donde se pueda el daño causado a decenas de miles de víctimas y sacar las lecciones de la experiencia para que episodios tan funestos como los investigados nunca más se repitan en

el país. Sin paz y respeto a los derechos humanos, el desarrollo sostenible es impensable.

Como la verdad siempre incómoda, se esperaba por quienes le deben muchas explicaciones al Perú por sus acciones erróneas  u omisiones o por la indiferencia o silencio guardados, su reacción contraria a las conclusiones y recomendaciones del informe.

 Esto resultaba comprensible. Pero las reacciones han ido mas allá de lo esperado. Desde semanas atrás personajes vinculados con los tres  últimos gobiernos nacionales y también voceros  militares (con motivos para estar preocupados) propiciaron una campaña de desprestigio, distorsión y calumnias contra la CVR. 

Esta campaña ha llegado a su clímax después de presentado el Informe.  No se han ahorrado adjetivos o insultos, los que van desde pro-senderistas hasta antipatriotas, entre los más suaves.


Otra mirada sobre el  Canon Minero (*)

Muchas veces hemos demandado la revisión del concepto de canon para que éste recobre su auténtico significado. 

En la Constitución de 1979, el canon era una participación sobre el valor total de la producción, pero Fujimori lo desvirtuó, reduciéndolo apenas a una participación sobre los ingresos tributarios ordinarios del Estado, y dejándolo afecto a reducciones por exoneraciones y privilegios tributarios. 

Hace 2 años, el Canon Minero era $.79 centavos por cada $100 de producción. Hoy recaudamos 12.3% del PBI en el Perú, muy por debajo de niveles aceptables (17 - 21% del PBI en América Latina y el mundo). 

Una razón de esta baja presión tributaria son los considerables beneficios y privilegios tributarios -muchos ilegítimos- que se dieron a grandes empresas durante el régimen Fujimori. 

Numerosas empresas mineras se beneficiaron con estos privilegios que subsisten hasta hoy. 

Como consecuencia, los montos percibidos por el "canon" fujimorista -deformado como un % de los impuestos ordinarios- han sido hasta ahora escasos e irregulares. Entre 1992 y el 2001 el producto del sector minero acumulado pasó de los 50,000 millones de soles corrientes pero por la perversa interpretación del concepto del Canon Minero, su monto en esos años sólo fue de S/.500 millones, apenas el 1% del producto.

La reducción del impuesto a la renta y -consecuentemente- del canon, mediante artificios tributarios, llegó a extremos escandalosos en estos años. 

Así, Barrick Misquichilca -pese a registrar utilidades brutas para el periodo 1999-2001 por no menos de US$ 600 millones- apenas pagó US$ 1.1 millón de canon, gracias a los 

beneficios tributarios por fusión aparente al amparo del DS 120-94. 

La SUNAT ha acotado (cobrado) a esta empresa por considerar que dicha fusión fue simulada, reclamando US$ 140 millones de tributos adeudados al Estado. 

Pero también la Southern Perú Corporation, gracias a beneficios tributarios tales como la reinversión de utilidades, redujo sus aportes al canon en cerca a US$ 70 millones hasta el año 2001. El 2000 la Southern, pese a tener ventas por no menos de US$ 600 millones, apenas pagó por canon US$ 360,000, un escándalo y un perjuicio para municipios y regiones.

El que poderosas empresas -con cuantiosas ventas y ganancias- sólo den migajas al canon es inaceptable. Pero, hasta ahora ni el Gobierno, ni el APRA, ni UN han asumido la propuesta de reforma constitucional del canon que hemos propuesto, a fin de que sea un porcentaje del valor de la producción y deje de ser rapiñado por las exoneraciones y beneficios tributarios obtenidos por las mineras del Estado. 

Más aún, el Gobierno y el Congreso han impulsado la eliminación de toda referencia a la intangibilidad del canon en la legislación vigente, dejando la puerta abierta para que las grandes mineras vuelvan a beneficiarse nuevamente de todo tipo de exoneraciones y privilegios tributarios, reduciendo el pago del canon en desmedro de las localidades más pobres del país, como en los peores tiempos del fujimontesinismo. 

Eso acaba de aprobar el Congreso en mayoría. ¿Lo tolerará el país?

Es imperativo que se imponga la reforma constitucional del canon para que se reinstaure su concepción como parte del valor de la producción y como ingreso inalienable de los gobiernos regionales y locales. 

¡Basta de gollerías a los más poderosos y de malbaratear nuestros recursos!

(*) Javier  Diez Canseco, congresista del Partido Democrático Descentralista.


Los Consejos de Coordinación Local

N.R.- El documento que a continuación presentamos forma parte del debate que en la sociedad civil se está produciendo luego de su incorporación en la nueva Ley Orgánica de Municipalidades. Es un aporte de Redal 21 para contribuir a formar conciencia crítica de la realidad del municipalismo en el país.

Las autoridades municipales y sectores  de la sociedad civil en el Perú están en pleno debate sobre  cómo constituir e instalar los Consejos de Coordinación Local (CCL).

Recordemos que la nueva Ley Orgánica de Municipalidades (LOM) otorga a éstos la calidad de órganos de coordinación y concertación de los gobiernos locales, que entre otras funciones,  coordinan y concertan los planes de desarrollo local concertados presupuestos participativos.

No solo por tratarse de los primeros meses de aplicación de la nueva LOM, sino por  la inevitable búsqueda de una interpretación adecuada de las normas establecidas y  la  necesidad de implementar  el mejor modelo posible de CCL. Ciertamente del desenlace de éste (el debate) dependerá el futuro de estos órganos de coordinación y concertación.

A surgido  una agenda con puntos críticos entre los que destacan:

1. ¿La representación de  la sociedad civil 

    en los CCL es la apropiada?

No. Se cuestiona que la participación de la sociedad civil haya sido reducida a un 40% de la representación municipal. Este tope es inferior  al de las experiencias previas de  las mesas de concertación local, reflejando una concepción restrictiva del derecho ciudadano a 

participar. Además, inconstitucionalmente se estaría limitando la autonomía política municipal. 

2. ¿Se justifica la exclusión de los sectores    públicos?
Otra limitación de los CCL es la exclusión de los representantes de sectores públicos, especialmente educación, salud y agricultura. Esto a ocurrido en las mesas de concertación provincial y distrital, especialmente con la participación activa de los sectores educación, salud y agricultura. 

La planificación territorial concertada de “abajo hacía arriba” y la correspondiente formulación presupuestaria participativa, hacen indispensable la presencia de los sectores en el nivel local, para prevenir la duplicidad, la interferencia o la ineficiencia en la gestión pública.

3. ¿Las funciones de los CCL pueden   ser ampliadas?

Además de las funciones que contempla la LOM, se estima conveniente que los CCL asuman también la definición de políticas públicas locales,  formular propuestas para el plan de desarrollo de capacidades  y el plan de desarrollo institucional. Corresponde al Concejo Municipal  encargarle las nuevas funciones.

4. ¿ Cuál es la  orientación general  de los planes concertados y del presupuesto participativo?

Planes concertados y presupuestos participativos no deben ser vehículos de los enfoques tradicionales sobre el desarrollo y de la asignación de recursos económicos.

Conforme lo establece la propia LOM, la misión de los gobiernos locales es promover el desarrollo sostenible. Por lo tanto,  los CCL orientan su actuación en la planificación y en la formulación  y ejecución presupuestaria en función de los principios y objetivos del desarrollo sostenible, es decir,  buscar el crecimiento económico pero debidamente armonizado con el desarrollo social equitativo y el cuidado del medio ambiente. Esto constituye un gran desafío para los gobiernos locales.
5. ¿Las normas sobre el funcionamiento de los CCL  son la  más adecuadas? 

¿Pueden los CCL cumplir tan importantes  funciones con dos reuniones ordinarias al año?. Definitivamente no. 

Esta es otra limitación impuesta por la Ley.  Ante ella, en el marco de la autonomía política de los gobiernos locales y los derechos de participación ciudadana, es perfectamente posible que los CCL organicen su funcionamiento de modo coherente con su esencia de órganos permanentes, cuenten con planes de acción anuales, con períodos de sesiones. 

Lo que debe interesar en el fondo no son   el plan y el presupuesto, sino los procesos de asociación público-privada por sus múltiples implicancias positivas respecto a la eficiencia y eficacia de la gestión pública, la afirmación de la democracia, la transparencia, el fortalecimiento de la identidad, etc.

6. ¿ Cuál es la naturaleza de los acuerdos de los CCL?

¿Los planes concertados y los presupuestos participativos son vinculantes o son meramente referenciales?. 

Recordemos que los CCL solo pueden concertar acuerdos, es decir, tomar decisiones mediante el consenso (se deciden cosas, procesos por mutuo acuerdo entre  autoridades y actores representativos de la sociedad civil). 

Por lo tanto, los planes y presupuestos concertados son de carácter vinculante que compromete a las partes en su ejecución.    Como ocurrió en las mesas de concertación.

 Esta situación es reforzada en la LOM cuando señala que “ausencia de acuerdos por consenso las municipalidades determinarán lo pertinente”, prescindiendo de la sociedad civil.

 En otras palabras, si hay consenso entre autoridades y sociedad civil en los CCL, el consenso debe ser ratificado por los concejos municipales.

Debe quedar claro entonces, que de hoy en adelante los planes de desarrollo y los presupuestos municipales solo tendrán valor si son procesados participativa y concertadamente.

7. ¿Cómo se estructuran las relaciones de los CCL con otros espacios de concertación local?

Los CCL deben constituirse e instalarse en circunstancias que existen otros espacios de concertación en muchas provincias y distritos, entre estos, las mesas de concertación territorial que han venido funcionando, las mesas de lucha contra la pobreza, mesas sobre otros temas como el desarrollo económico, la educación otras. 

¿Cómo interrelacionar todos estos espacios?. Para evitar desorden, ineficiencia o potenciales conflictos, se sugiere como salida la conformación de “Sistemas Locales de Planificación y Presupuestos  Concertados”, que tenga por cabeza a los CCL, por estar presididos por los alcaldes, principales responsables del desarrollo local.

8. ¿Pueden los CCL proponer espacios de concertación especializados?

Los CCL, como responsables principales de los procesos de  formulación de planes concertados y presupuestos participativos, no deben limitarse sólo a  ello,  sino también, pueden proponer mecanismos complementarios para concretarlos. 

Entre estos mecanismos se tienen  precisamente a los “comités de gestión”, reconocidos por la LOM como una modalidad de participación que podrían  encargarse de promover  la participación en la gestión pública especializada, en el desarrollo económico, en la educación, en salud, en gestión ambiental, en seguridad ciudadana.

 9. ¿Cuáles son los alcances de la participación ciudadana en la planificación de desarrollo? 

¿En qué tipo de planes pueden participar los ciudadanos?. ¿Sólo en el plan integral?. No. 

La LOM no establece restricciones en este campo. Por tanto, está vigente el derecho a participar en acondicionamiento territorial, en los planes de desarrollo urbano, desarrollo rural, desarrollo económico, gestión ambiental, etc.

Sin embargo, hay que tener mucho cuidado que la planificación  se disperse y condicione desorden e ineficiencia. La creación de los Sistema Locales de Planificación y Presupuesto contribuirá a ello.

10. ¿Cuáles son las obligaciones y los derechos de los representantes de  la sociedad civil en los CCL? 

Entre las obligaciones, están las de coordinar y concertar con las organizaciones de la sociedad civil los enfoques y propuestas   a ser llevados al CCL y ha sustentar en su seno las mismas. 

Entre los derechos, ser  reconocido  por la sociedad civil y coordinar con esta, exponer sus puntos de vista personales,  la posibilidad de renunciar si fuere el caso, por motivos diversos. 

Los representantes de la sociedad civil no  pueden proceder en función de sus propios intereses. Si ocurriera esto, se desnaturalizaría  la representación encargada.

Por ello es importante definir reglas claras de juego entre los representantes y el conjunto de organizaciones sociales. 

11. ¿Quiénes  fiscalizan a los CCL?
Los CCL como órganos de  coordinación y concertación, están sujetos a la fiscalización de los regidores, pero también de la vigilancia ciudadana. Adicionalmente, los órganos de control de la Contraloría de la República, también  pueden intervenir.

12. ¿Qué mecanismos tienen las organizaciones de la sociedad civil para defender su derecho a  participar en los CCL y qué se respeten los consensos que se logren?

Si eventualmente uno o muchos alcaldes se niegan a instalar los CCL o distorsionan la naturaleza de sus acuerdos o simplemente no quieren cumplirlos, las organizaciones de la sociedad civil tienen varios mecanismos para  hacer respetar sus derechos de participación. Entre estos tenemos:

a) Informar los hechos a la opinión pública a través de los medios de comunicación.

b) Realizar “plantones frente a la municipalidad” para sensibilizar a las autoridades.

c) Solicitar la intervención de la Defensoría del Pueblo.

d) Solicitar  la intervención de la Comisión de Gobiernos Locales  del  Congreso de la República.

e) Denunciar a las autoridades involucradas por el delito de abuso de autoridad.

f) Presentar ante el Poder Judicial un recurso de Acción de Cumplimiento.

g) En los casos más graves, solicitar la revocatoria de las autoridades



VII aniversario del FCPV

y clausura de la Fase 1 del Proyecto Redal 21

El 2 de septiembre, en acto público realizado en el auditorio de la Escuela de Post Grado de la Facultad de Arquitectura, se celebró el séptimo aniversario de fundación del FCPV y al mismo tiempo fue clausurada la Fase 1 del Proyecto Redal 21 que consistió en el  desarrollo de capacidades para la planificación y gestión sostenible de los procesos de desarrollo local.

Participaron en el acto  cerca de 50 personas entre invitados, la totalidad de directivos del FCPV e integrantes del proyecto Redal 21. 

Elizabeth Zamalloa, cooperante de DED  actúo como  moderadora.

En el marco de la actividad, el Dr. Esteban Horna, rector de la Universidad Nacional del Santa y presidente del FCPV, ofreció las palabras de bienvenida, haciendo una reseña de las circunstancias de cómo nació el Foro Ciudades, sus principios, objetivos y orientaciones generales, así como sus principales logros.

Julio Díaz Palacios, coordinador del Proyecto Redal 21 presentó una síntesis del desarrollo de esta experiencia, destacando la meta alcanzada de 54 de sus integrantes quienes aprobaron el módulo de capacitación.

 Aportando efectivamente a los procesos de desarrollo propuestas, al fortalecimiento de la gestión  municipal, a la planificación local, estudios de caso, diseño y/o ejecución de proyectos demostrativos, en las 10 ciudades en las que se ha trabajado.  

Díaz Palacios, expuso los alcances de la Fase 2 del Proyecto que se realizará hasta el 

el 2003, agradeciendo a todas las personas que hicieron posible la realización de la fase 1.

Los ingenieros Luis Ara y Dina Huamaní de los grupos Redal 21 de Cajamarca y Nuevo Chimbote, hicieron uso de la palabra en representación de los participantes del Proyecto.  

Especial reconocimiento se hizo a Margarita Rafael Cuadros, lidereza popular del Villa El Salvador e integrante del grupo de dicha localidad, quien se encuentra convaleciendo luego de una intervención quirúrgica. 

Luego se procedió a la entrega de los correspondientes diplomas sobre “Gestión Local del Desarrollo Sostenible”, a cargo de Esteban Horna, Julio Díaz Palacios, Eduardo Gil, vice-presidentes del Foro Ciudades y Mariano Castro, secretario Ejecutivo del Consejo Nacional del Ambiente (CONAM).

Por su parte, Liliana Miranda, una de las fundadoras y actual directora del  FCPV,   reflexionó acerca de la importancia de un aniversario más de esta red interinstitucional,   precisando los alcances de  los proyectos  en ejecución e invitó a los profesionales  egresados de la Fase 1 de Redal 21 a sumarse a los nuevos enfoques, habilidades y destrezas para pasar de los planes de AL21 a las acciones concretas por la sostenibilidad del desarrollo. 

Finalmente, Mariano Castro, en representación de la CONAM fue el encargado de clausurar la ceremonia, resaltando durante su exposición los alcances logrados en la preservación del medio ambiente, y la necesidad de unir esfuerzos para alcanzar los objetivos trazados con la participación activa y comprometida de todos los sectores de la sociedad.


          José Luis López F., fue asesor de la Municipalidad de Ilo, presidente de la ONG Labor, integrante del FCPV y coordinador del espacio “Diálogo sobre Minería y Desarrollo Sostenible”.

Ha participado intensamente en el proceso orientado a reformar la legislación del Canon, proponiendo mecanismos que  permitan una más equitativa distribución del mismo. 

Redal 21.- ¿Cuáles eran los defectos de la anterior legislación sobre el canon a los recursos naturales?. ¿Qué problemas, inequidades  o distorsiones ha generado dicha legislación?. ¿Existen algunos ejemplos que no deberían repetirse?

J.L.L.- Aportaba un monto realmente escaso y su distribución se pulverizaba en 1,200 gobiernos locales. 

El problema más grande es levantar una expectativa sobre el Canon y en la práctica terminar burlándose de los gobiernos locales que en particular se ubican cerca de la mina.

 Estos líderes locales constataban que las empresas que operaban generaban ganancias y sus pueblos como retribución recibían sumas irrisorias, ocasionando que se acumule durante décadas, un resentimiento, frustración y desconfianza que convirtió la relación empresas y comunidades en una cargada de conflictos o en su versión contraria pero de igual origen.

Esta relación, se basaba en la sumisión de las autoridades locales y la incapacidad para promover el desarrollo local, en muy pocas excepciones se logró que esta sea horizontal y equitativa.

Redal 21.- ¿A cuánto ascendió el total de trasferencias por concepto de canon a los gobiernos locales y regionales los últimos 

años? ¿A qué rubros se han destinado principalmente  estos recursos?

J.L.L.- Del 92 al 2001, 580 millones de nuevos soles cuando el canon era 20 % en la minería.

En el 2002, 160 millones de nuevos soles cuando se incrementó a 50% del Impuesto a la Renta.

Ello  representó como lo señala un estudio de la Sociedad Nacional de Minería ni el 7.5% del total de impuestos que han aportado las empresas mineras y ni el 0.5 % del valor de las ventas.

La mayoría ha invertido en rubros no significativos por el monto reducido del canon. 7 ú 8 municipalidades desarrollaron algunas inversiones urbanas y de infraestructura productiva como Ilo, Moquegua, Tacna, Cajamarca.

Redal 21.- ¿La nueva Ley del Canon a los recursos naturales  a la que ha contribuido el espacio “Diálogo sobre Minería y Desarrollo Sostenible”,  cómo  resuelve los problemas de distribución  que se han presentado?

J.L.L.- No los resuelve en definitiva, pero abre una posibilidad interesante. Ya el incremento porcentual de 20 a 50% elevó en 70% el canon e incorporó otros recursos como los no metálicos, forestal y fauna, gas pesca e hidroenérgeticos (por ejemplo Huancavelica ha recibido 30  millones de soles porque ahí esta la Central del Mantaro)

Pero el cálculo del canon minero se hace sobre el impuesto a  la renta, y la modificatoria y el debate sobre el mismo ratifica que es sobre el total  de ingreso y rentas. 

Además, las propias empresas sobre una muestra del 75% del total  de empresas, han señalado que ellas aportan otros impuestos y demandan que lo consideren en el canon. 

Ello priva de argumentos al Ministerio de Economía y Finanzas para que persista en hacer el cálculo sobre el Impuesto a la Renta señalando que los otros impuestos son de difícil estimación.

Resulta un tanto difícil que se distorsione nuevamente, o dicho de otra manera, si el MEF insiste en recortarlo se producirá una resistencia u objeción desde distintos frentes: los empresarios mineros, los congresistas, Ongs, las comunidades y gobiernos locales. 

Preocupa sí estos dos últimos no demuestran la suficiente contundencia para incidir que el canon sea el adecuado y el que corresponde de acuerdo a ley. 

Es de esperar que la primera reunión de la junta directiva de las Asociación de Municipalidad Impactadas por la Minería (ANMIM) que se ha realizado en Cajamarca retome la acción necesaria

Redal 21.- ¿Esta nueva Ley del Canon incrementará la transferencia de recursos por canon?. ¿Se ha hecho  alguna proyección de los recursos que serán  transferidos la próxima década a las regiones y localidades mineras?

J.L.L. Si, el Canon Minero como 50% del impuesto a la Renta equivale en el 2001 a 160 millones de soles que representa el 32% de lo que significaría si se aplica a todos los impuestos. Entonces para llegar al 100%  multiplicamos por 3 y nos arroja unos 480 millones de soles orientados a menos distritos y provincias.

Por ejemplo: 160 millones se dirigirían  a las provincias donde está el recurso minero que calculamos deben ser unos 20 a 25.

Ahora bien, si el Canon es aportado por todas las empresas que están en la actividad minera y no  sólo los titulares pues este se incrementaría aún más. Anotando que   Art 9 de la modificatoria no dice titulares sino de todos los que están en la actividad minera. 

Sin embargo, lograr esto es algo que va a requerir más presión y persuasión

400 a 550  millones anuales y con un fijo de no menos del 60% de este monto es una suma que no representa ni el 5% del presupuesto nacional pero muy útil para proyectar inversiones.




CAMISEA: SER O NO SER

Por Cecilia Mendiola Vargas

N. de R.- ¿Alguién le preguntó a los nativos de las étnias  Nahuas, Nantis y Machiguengas si estaban de acuerdo para que el gasoducto de Camisea atraviese su territorio, destruya sus bosques o desaparezca su fauna y flora? Por supuesto que no. ¿Y el ejercicio democrático dónde se quedó? ¿Realmente Camisea será ese “boom económico” que se está anunciado?. 

El presente artículo de Cecilia Mendiola Vargas nos hace reflexionar sobre esta preocupante realidad , cuando aún no ha culminado la campaña de la sociedad civil en torno a Camisea, de la que es  un actor importante el FCPV:

El gas de Camisea debe llegar a la costa y a Lima a como dé lugar en agosto del año 2004. Respuesta contundente del Presidente de la República, de los ministros de Energía y Minas y de Economía, dando a entender que todo lo demás es secundario; que los que discrepan con este plan son malos peruanos, opuestos al desarrollo nacional y que el Perú necesita del gas para llegar a los mercados antes que el de Bolivia o Rusia o de donde sea. 

Sabemos que el país tiene urgencias económicas y “turbulencias sociales”, que se deben afrontar, y que el ingreso fiscal es lo primero para “hacer caja”. Pero se olvida que el crecimiento económico no lo es todo y la historia económica del país está llena de urgencias y “booms”económicos pero nunca se ha considerado la sostenibilidad. 

Basta pensar y recordar en la historia del caucho, del guano de la isla, de las prospecciones petroleras y de la pesca irracional de la anchoveta. Siempre hubo 


caídas muy desastrosas después de estos “booms”.

Nadie del gobierno de turno ha sido capaz de sopesar los aspectos del desarrollo sustentable que tiene 4 bases: la sostenibilidad económica, la social, la ambiental y la ética o transparencia de las acciones.

La actitud del gobierno peruano no pudo ser más torpe en este tema. No se comprendió que la problemática ambiental no va separada del desarrollo económico. Primero se trató de decir que los ambientalistas son fundamentalistas y que algunos grupos tienen “lobbies”en contra de los intereses del país. 

Los tomadores de decisiones (los gobernantes) no entendieron que el asunto del ambiente es hoy un tema importante a nivel global y nacional, y que reacciones como éstas no dan una buena imagen del Perú en el exterior, en especial si vienen de funcionarios del más alto nivel.

Los mismos funcionarios no entendieron que el Perú es signatario y País Parte de importantes acuerdos internacionales, ratificados por el Congreso de la República, y, en consecuencia, con fuerza de ley, además del compromiso asumido a nivel global. 

Ninguno de ellos dijo una palabra del Convenio 169 de la OIT; del Convenio sobre la Diversidad Biológica; y del Convenio de la Unesco sobre patrimonio natural y cultural del mundo, entre varios otros. 

Parece que no están informados y disparan a diestra y siniestra opiniones desligadas de los compromises asumidos como país. Esto es una “metida de pata” internacional muy grave  que deprestigia al país. Si no están de acuerdo con alguno de estos Convenios que los denuncien y que el país se retire pero no se puede actuar como si no existieran.

Se ha notado que el aspecto de la ética y la transparencia del actuar de los gobernantes aún no forma parte del entramado de los que se proclaman demócratas. Los ciudadadnos no conocemos el EIA de la concesionaria; tampoco sabemos si se está cumpliendo con lo estipulado. Aún persiste la mentalidad de las “siete llaves” a documentos que deben estar a disposición de todos los peruanos y que todos tenemos derecho a saber si se están cumpliendo. 

La razón es muy simple: los recursos naturales, como el gas, son patrimonio de todos los peruanos, y el Estado, en nombre de ellos, da una concesión a una empresa para usufructuarlo en beneficio de todos los peruanos. Transparencia y ética del buen gobierno significa precisamente informar a los ciudadanos al respecto en forma límpida y sin tapujos.

A último minuto y para convencer al BID para otorgar un préstamo para Camisea, se crea una comisión que conducirá la gestión ambiental de la Bahía de Paracas. Una vez más poner un parche, porque no se tiene un plan integral para el proyecto. 

Ciertamente la problemática ambiental y social del proyecto Camisea es más que Paracas. Tiene que ver con los pueblos aborígenes y sus derechos; con la seguridad del gasoducto por el paso en Vilcabamba; con Paracas; y con la seguridad de una de las zonas con mayor biodiversidad del litoral como son las islas Chincha y aledañas.

Finalmente, pero no es todo, los funcionarios de alto nivel del gobierno, dieron a entender que aún persiste la dictadura y que el elegido de turno decide al margen de las opiniones de la sociedad civil. En fin, quien se opone a la decisión del gobernante es un mal ciudadano, porque sólo aquel (el gobernante) es el que sabe lo que es mejor para el país. Se cree que los ciudadanos somos personas de valor secundario o que no somos capaces de analizar o menos entender lo que el gobernante decide por nosotros.

Los pueblos aborígenes

Los pueblos que habitan en la zona de producción o extracción del gas no han podido dar a conocer su voz y sus preocupaciones en forma directa, por las serias limitaciones que tienen de desplazarse, de llegar a los medios de prensa de cobertura nacional e internacional.

Se ha podido observar un fenómeno muy peculiar. El domingo 8 de setiembre del 2003 apareció un comunicado en El Comercio de Lima de algunas organizaciones indígenas, que opinan 100% a favor del proyecto Camisea; atacan a las organizaciones tradicionales de ellos; atacan a las ONGs y se pronuncian meridianamente a favor de obtener fondos del proyecto para su desarrollo.

Impresionante la actitud y que se basa en dos principios muy viejos de actuación de los tomadores de decisiones y de las empresas poderosas: (i) Dividir para reinar, o sea, si las organizaciones actuales no nos apoyan, pues creamos otras y logramos nuestro objetivo; el más puro manejo politico; (ii) Poderoso caballero don dinero, que compra todo, cuando no hay ética.

Los firmantes no se dan cuenta que el dinero del canon no va a llegar directamente a ellos, sino a la región Cusco y a los municipios, que en este caso es el de Echarati, cuya capital no está ni siquiera en el Bajo Urubamba, y donde los grupos aborígenes no tienen representación.

No se dan cuenta que los fondos, cuando lleguen, se usarán para construir carreteras a la zona del Bajo Urubamba, ocupada por los grupos aborígenes y que les traerá un grave problema de invasión de sus tierras tradicionales por colonos andinos, que destruyen los bosques, contaminan los ríos y los van a explotar, como ha sucedido en el Huallaga, en la Selva Central, y en la zona de Yanatile.

En fin, cada uno toma las decisiones que le parecen bien, pero las consecuencias deberán cargarlas las futuras generaciones.

Las ONGs ambientalistas

Ciertamente recibieron los golpes más duros de parte de los funcionarios del Gobierno, tanto las nacionales como las internacionales. Se les dijo de todo: opositores al desarrollo del país, enemigos del Perú, fundamentalistas, izquierdistas y al servicio de intereses de los grandes lobbies internacionales.

Por otra parte, su reacción fue tardía y lenta, porque no cuentan con las enormes sumas de dinero, que se dice que tienen, y con mucho sacrificio lograron un espacio en la prensa nacional.

Finalmente, un grupo de ellas logró concretar algunas aclaraciones y propuestas.

i. Que nadie se opone al desarrollo del país y menos al proyecto Camisea, pero que les preocupa que las cosas se hagan bien, cumpliendo estándares y Convenios suscritos.

ii. Que es necesario pensar no sólo en la parte económica, sino también en las repercusiones en lo social y ambiental.

iii. Que en la zona están sucediendo hechos que inducen a la preocupación, y que el contratista y algunos subcontratistas están cometiendo errores, y que no se están respetando los estándares ambientales.

iv. Que la planta de procesamiento de Paracas induce a serias preocupaciones ambientales y de seguridad en el largo plazo por tratarse de una zona sensible a nivel global y un área protegida importante e inscrita como sitio del Convenio Ramsar o de humedales importantes a nivel global. En la zona ya existe una fuerte presión por la industria harinera; por el Puerto de San Martín o Punta Pejerrey; y que el flujo de naves para cargar gas puede afectar a las mayores concentraciones de aves marinas del planeta en las islas Chincha y aledañas.

v. Que es de seria preocupación ambiental el paso del gasoducto por la Cordillera de Vilcabamba, una de las últimas areas salvajes del país, y que si no se controla el flujo de migrantes hacia esa zona, a lo largo del gasoducto, puede haber un desastre ecológico y también se puede afectar al gasoducto mismo, que se desplaza en gran parte por las cumbres de las montañas.

vi. Que en la zona de influencia del proyecto existen grupos minoritarios aborigines, en contacto incipiente, que pueden sufrir serias consecuencias a futuro. No se debe olvidar que entre 1950 y 1997 se extinguieron en la selva peruana 11 grupos indígenas minoritarios.

En fin, las ONGs que participaron en el debate y se pronunciaron no eran los “demonios del Apocalipsis en contra del desarrollo nacional”, sino simplemente expresaron la preocupación ciudadana al respecto.

Lecciones

De todo este debate se pueden sacar varias lecciones muy importantes para el futuro del país y del actuar de los que toman las decisions en nombre de los ciudadanos y al margen de éstos:

Lección 1: El Gobierno peruano debe tener un enfoque más integral del desarrollo y buscar la sustentabilidad, y no pensar solo en el crecimiento económico a costa de lo social, lo ambiental y lo ético.

Lección 2: La patinada del Gobierno peruano fue vergonzoza a nivel nacional e internacional porque se supuso que lo ambiental era un asunto de una elite de gente, que no se interesa por los asuntos económicos urgentes de un país, apretado por una economía en crisis y la efervescencia social, y que todo debe sacrificarse por el crecimiento económico. Esperemos que hayan entendido el mensaje del Eximbank y de la opinion pública mundial y nacional.

Lección 3: Ha sido escandaloso el pronunciamiento del Ministro de Energía y Minas de entonces, quien, antes que se pronunciaran las instituciones oficiales sobre el EIA de la planta de Paracas, dijo enfáticamente que la planta se hace allí y punto. Es la dictadura del poder, incapaz de llegar a un análisis más profundo y sin pensar en las repercusiones sobre la imagen del país.

Lección 4: Lo fácil que es manejar a grupos aborígenes, muy importantes, pero con escasa visión de lo que puede suceder en el futuro, dejándose manipular por entidades y empresas con oferta de fondos para su desarrollo, que ojalá se cumplan. Todos los ciudadanos de este país sabemos la poca importancia que se da a los compromisos firmados, tanto locales, nacionales e internacionales. Por lo general se firma con una mano y se borra con la otra.

Lección 5: El Gobierno peruano aún no ha comprendido el importante rol que juega la sociedad civil organizada, y que el “asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas de organización jurídica sin fines de lucro” es un derecho de las personas garantizado en el artículo 2 de la Constitución. Por lo tanto, si hay discrepancias los de arriba deben bajar unos escalones del pedestal para dialogar con los de abajo y buscar consensos.

Lección 6: Los tomadores de decisiones o gobernantes deberían entender que el desarrollo no es solo económico, sino implica aspectos sociales, ambientales y éticos. La insostenibilidad social, ambiental y ética puede traer abajo el desarrollo económico.

No olvidemos que errores similares fueron la decisión de la sobrepesca de la anchoveta en los años 70, con una riqueza que se esfumó por no manejar el recurso; la colonización de 10 millones de hectáreas en la Amazonía, que no dió los frutos esperados; los cultivos alternativos, sin base económica ni mercados, que llevan más de 10 años de fracasos; el crecimiento de Chimbote, como primer puerto pesquero, que se debate entre la contaminación y la miseria; la minería sin 

consideraciones ambientales, que ha dejado una secuela de ríos contaminados y niños con altos niveles de plomo en la sangre; y varios casos más.

Si deseamos un desarrollo sustentable debemos pensar en mejorar el capital humano, con una educación de primera; el

capital conocimiento, con ciencia y tecnología; el capital natural o el ambiente y sus recursos, manejándolo racionalmente; y el capital económico, o sea generar riqueza para todos sin destruir el ambiente.


EN ESTA EDICION:


EDITORIAL: El Informe de la Comisión de la Verdad generó encendidas polémicas en todo el país. Nuestra posición es a favor de la verdad y la justicia. (Pág. 1)


ENFOQUE : El congresista Javier Diez Canseco con su estilo de plantear las cosas


zanja posición respecto al Canon Minero  (Pág 2)


DEBATE: Un aporte al debate municipal. Los Consejos de Coordinación Local como nuevos espacios para construir democracia y participación popular (Pág 3-5)


INSTITUCIONAL: El VII aniversario de Foro Ciudades para la Vida, la claúsura de la Fase I e inicio de la Fase II del Proyecto Redal 21 en nuestro país. (Pág. 6)


ENTREVISTA: José Luis López, especialista en temas municipales y conocedor de la problemática ambiental del país, nos presenta su punto de vista sobre la desigual e inequitativa distribución del canon minero. (Pág. 7- 8)


CAMISEA: El debate continúa. Mientras el gobierno implementa una serie de mecanismos para “maquillar” los vacios normativos ambientales relacionados con el proyecto gasífero de Camisea, Cecilia Mendiola, sostiene que los “booms” económicos que ha vivido el país como el auge del caucho, el guano de las islas, luego la anchoveta y ahora el gas sólo trajeron pobreza y frustración (Pág 9-12)








La participación  es tanto  un DERECHO  como un DEBER en toda sociedad democrática





PROTEJAMOS LA BAHIA DE PARACAS, NUESTRO  GRAN  ECOSISTEMA MARINO








Visita a los Grupos Redal 21





Como parte de las actividades preparatorias de la fase II de  del Proyecto Redal 21,  los tutores del Proyecto, se encuentran realizando un programa de visitas a  los grupos  que participaron en la fase I. 


El martes 16 se reunieron con los dos grupos de Lima Metropolitana; el viernes 18  J. Díaz Palacios se entrevistó con el Grupo del Cusco. De igual manera, ambos tutores se reunirán el miércoles 24  con los grupos de Huarmey y Nuevo Chimbote y finalmente con los  grupos de Chancay y Villa El Salvador.


En estas reuniones se está  exponiendo los alcances organizativos y programáticos de la fase II, así como las responsabilidades que deberán asumir cada municipalidad, los grupos de participantes y  el Nodo peruano.


En principio ésta fase será de profundización en el desarrollo de capacidades, abordándose temas relacionados con la gestión ambiental, el desarrollo económico, el desarrollo social y la gestión del territorio y desarrollo urbano, incluyendo la construcción sostenible.








Congreso Mundial ICLEI


Atenas, Grecia


(3-7 noviembre 2003)


Prosiguen los preparativos para la realización del Congreso Mundial del ICLEI 2003 en Atenas, Grecia que se realizará en noviembre próximo.


Por el Perú, estará asistiendo Emilio Horna Pereyra, alcalde de la Municipalidad Provincial de Cajamarca, integrante del ICLEI en nuestra región.


Los organizadores del encuentro mudial  han dividido la temática ha tratarse en cuatro grandes áreas:


“Construyendo comunidades y ciudades sostenibles”, “Gobernabilidad y gestión”, “Servicios para miembros y miembros en escena” y “Estrategias para el progreso”.


Cada tema comprende una cantidad mayor de subtemas para ser escogidos por los países de acuerdo a las experiencias desarrolladas y metas alcanzadas en el marco de la Agenda Local 21.


Para más información:


www.iclei.org/world congress

















DATO AMBIENTAL


En el 2002 se reportó 230 especies de fauna con categoría de amenaza. 37 en peligro de extinción; 89 especies en estado vulnerable; 24 en situación rara y 80 especies en estado indeterminado.


(Estadísticas MedioAmbiente – INEI)
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